
En cualquier caso, debemos dejar constancia de que a lo largo de 2019 esta defensoría ha tenido la 
oportunidad de mantener reuniones con los trabajadores y responsables públicos de diversos Servicios 
Sociales Comunitarios, habiendo conocido la situación laboral que presentan, su opinión acerca de la 
suficiencia de sus plantillas y de los perfiles profesionales que la integran, la dotación de recursos materiales 
con la que cuentan para el desempeño de su trabajo diario y, cómo no, las apreciaciones respecto de las 
prestaciones, ayudas y recursos que tramitan a favor de la población bajo su cobertura de actuación. 
Información que nos ha resultado muy valiosa y que ha servido como importante fuente para contrastar, 
confrontar o corroborar, los datos recopilados a través de nuestras investigaciones, es decir, la información 
proporcionada por otras Administraciones y por las personas afectadas.

1.3.2.3.4. Adicciones

Las competencias en materia de adicciones, en tránsito desde la Consejería competente en materia de 
Políticas Sociales a la Consejería de Salud y Familias, con escalones intermedios de indefinición, ha generado 
durante 2019 el escenario confuso de una “tierra de nadie”, que alcanzó de lleno a algunas entidades que, 
hasta la fecha y por la vía de financiación de las subvenciones, previo convenio con cada Ayuntamiento, 
dispensaban el tratamiento y atendían las necesidades de las personas sometidas a deshabituación.

En este sentido, iniciamos la queja planteada por una entidad de Ronda (queja 19/5807), así como la 
sobrevenida en Baza (queja 19/7116), en las que las entidades interesadas demandan la regularización de 
su situación y afirmaban estar asumiendo y dispensando el servicio sin respaldo normativo y sin percibir 
financiación para su sostenimiento, sin que tampoco la Administración, autonómica o local, haya establecido 
alternativas o previsiones.

Si inicialmente se suscitó el problema de su pervivencia en el marco del traspaso de competencias y la 
instrumentalización de la misma; más tarde, una vez asumida la competencia por la Dirección General de 
Cuidados Sociosanitarios, dentro de la Consejería de Salud y Familias y regularizada transitoriamente la 
situación de estas entidades, desde noviembre de 2019, a través de contratos menores de adjudicación 
del servicio, el problema devino en la justificación jurídica del prestado desde enero hasta noviembre de 
2019, que permitiría reponer el coste a las entidades que lo habían dispensado.

Y ello por la objeción de algún Ayuntamiento de dar a la transferencia recibida de la Consejería de Salud, 
el destino finalista a favor de la entidad.

1.3.2.4. Renta Mínima de Inserción Social en Andalucía
Abordar el análisis de la situación de la renta mínima de inserción social en Andalucía implica hacer una 

reflexión en la que se suceden cientos de experiencias duras relatadas por la ciudadanía, que en palabras 
de la Plataforma Federal de afectados de Andalucía, 
se resume en la crónica de una situación “cruel”.

Para ofrecer una imagen simple pero rotunda de las 
dimensiones que ha alcanzado el tortuoso camino 
que debe recorrerse hasta ver resuelta la petición, 
cualquiera que sea su sentido, podemos limitarnos 
a reflejar la evolución que han experimentado las 
quejas ciudadanas ante esta defensoría en los tres 
últimos años, a saber: desde las 134 quejas recibidas 
en 2017 (aún bajo la vigencia del ingreso mínimo de 
solidaridad, más comúnmente conocido como salario 
social) hasta llegar a las más de 500 quejas registradas 
en 2019, pasando por las 364 de 2018.

La mayor parte proceden de las provincias de Sevilla, Cádiz y Málaga, seguidas a niveles muy inferiores 
por Granada y Córdoba y, desde luego, con presencia insignificante de casos en Huelva y Almería.

“La complejidad para 
el reconocimiento de 
la RMISA ha significado 
un retroceso de este 
derecho social”
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En resumen, la muestra al alcance de esta Institución refleja un significativo retroceso en este importante 
derecho social, cuya finalidad es la de garantizar a los andaluces y andaluzas un modesto instrumento de 
pura subsistencia vital.

A la postre, la realidad pone de relieve que este derecho subjetivo creado ex novo por el Decreto-Ley 
3/2017, de 19 de diciembre, con todas las garantías implícitas a su naturaleza, ha venido a empeorar 
la situación de sus potenciales titulares en las dos anualidades de existencia, ya que han accedido al 
reconocimiento de la renta mínima de inserción social un número menor de solicitantes que los que con 
anterioridad al 1 de enero de 2018 lograban la estimación del hasta entonces vigente salario social.

Es hondo el pesar de una Institución dedicada a la labor de velar por la defensa de los derechos y 
libertades, al ser testigo de la desesperanza de las personas más vulnerables de la sociedad (nuestros 
vecinos y vecinas en riesgo de pobreza o exclusión social, cuando no ya asolados por la pobreza o la 
exclusión), al diluirse en el tiempo la efectividad de un derecho que nunca antes, aunque no fuera tal, 
resultó tan inaccesible.

El principal problema que arrastra la renta mínima aparenta tener su origen en su regulación normativa 
y, con mayor precisión, en la complejidad de los requisitos que deben acreditarse para obtener su 
reconocimiento, así como, en consecuencia, en la multiplicidad de trámites en forma de requerimientos 
de subsanación, algunos sucesivos, y de comprobaciones, revisiones y regularizaciones que deben efectuar 
los empleados públicos a cargo de su tramitación en cada uno de los expedientes.

Si a la complejidad que supone la correcta conformación del expediente, añadimos la exigencia de su 
revisión vinculada a efímeras incursiones laborales u otros cambios vitales de cada uno de los miembros 
de la unidad familiar del solicitante; la desinformación de profesionales y de la ciudadanía; el considerable 
porcentaje de personas en situación de precariedad laboral y económica en una comunidad con 8,41 
millones de habitantes en 2018; y, finalmente, una demanda de peticiones mal canalizada desde su origen, 
el resultado es, inevitablemente, el inverso al pretendido.

Desde esta premisa, consideramos que las graves demoras existentes en la resolución de expedientes 
iniciales, a las que desde el pasado mes de abril se suman las derivadas de las solicitudes de renovación 
de rentas ya concedidas, no son más que el síntoma de la enfermedad. Precisamente por ello no surten un 
efecto apreciable ni los refuerzos de personal que coyunturalmente se han venido acordando, ni el plan 
de choque que desde el mes de septiembre de 2019 se inició con la realización de horas extraordinarias 
por el personal del Servicio competente de la Consejería de Igualdad, Políticas Sociales y Conciliación.

La Administración autonómica competente, esto es, la Consejería de Igualdad, Políticas Sociales 
y Conciliación, ha tomado conciencia de la envergadura del problema y, en este sentido, debemos 
reconocer que las recomendaciones que les fueron dirigidas desde el Defensor del Pueblo Andaluz en la 
queja de oficio iniciada al efecto (queja 18/3061), fueron tomadas en consideración y puestas en práctica, 
particularmente en lo que atañe a la corrección de defectos procedimentales y a la improcedencia de 
desestimar las solicitudes por incumplimiento de los requisitos legales más allá del plazo normativo en que 
la Administración había de resolver la misma.

En este contexto se abordaron cambios de actuación plasmados en la última Resolución de 1 de abril 
de 2019, del Director General de Servicios Sociales, dejando sin efecto determinados contenidos de la 
Instrucción de 10 de octubre de 2018 de la Secretaría General de Servicios Sociales sobre la aplicación 
del Decreto-Ley 3/2017, informando de la valoración del Letrado de 4 de diciembre de 2018 realizada 
al efecto y donde se detalla el procedimiento a seguir y sus efectos en el momento en que la resolución 
del procedimiento se efectúe fuera del plazo y los supuestos en los que procede la suspensión o bien la 
extinción de la renta mínima de inserción social.

Ello no ha bastado para alcanzar una mínima normalización en el desenvolvimiento de la renta mínima, 
que en provincias como Cádiz y Sevilla presenta un retraso de 18 meses en el reconocimiento inicial.

Una muestra más del planteamiento que exponemos, se refleja en que las protestas ciudadanas no solo 
giran en torno a la tardanza en resolver, sino que igualmente expresan muchas dudas que nos exponen al 
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1.3.3. Quejas de oficio, Colaboración de las Administraciones y Resoluciones 
no aceptadas

1.3.3.1. Quejas de oficio
– Queja 19/0071, alusiva al procedimiento de adjudicación de plazas residenciales para dependientes 
mayores, dirigida a las ocho Delegaciones Territoriales en Andalucía de la Consejería de Igualdad, 
Políticas Sociales y Conciliación, y a la Agencia de Servicios Sociales y Dependencia de Andalucía;

– Queja 19/3307, sobre la situación de presuntos malos tratos de un hijo hacia su madre, dirigida al 
Ayuntamiento de Rincón de la Victoria.

1.3.3.2. Colaboración de las Administraciones
La colaboración de las Administraciones responsables en materia de Dependencia y Servicios Sociales 

para con esta Institución, resulta muy aceptable, si tenemos en cuenta el volumen de peticiones que 
hemos de realizar en estas materias (más de mil en cómputo global en 2019) y las reiteraciones que 
las múltiples gestiones de cada expediente hacen precisas.

1.3.3.3. Resoluciones no aceptadas
– Queja 18/3022, referente a demora en reconocimiento de la situación de dependencia de un 
matrimonio, dirigida a la Delegación Territorial de Educación, Deporte, Igualdad, Políticas Sociales y 
Conciliación en Sevilla;

– Queja 18/4295, referente a demora en la resolución de expediente de la Renta Mínima de Inserción 
Social de Andalucía, dirigida a la Delegación Territorial de Educación, Deporte, Igualdad, Políticas 
Sociales y Conciliación en Sevilla;

– Queja 18/4784, referente a demora en la resolución de expediente de la Renta Mínima de Inserción 
Social de Andalucía, dirigida a la Delegación Territorial de Educación, Deporte, Igualdad, Políticas 
Sociales y Conciliación en Cádiz;

– Queja 18/4834, referente a demora en la Resolución de PIA, dirigida a la Delegación Territorial de 
Educación, Deporte, Igualdad, Políticas Sociales y Conciliación en Sevilla;

– Queja 18/4948, referente a demora en la Resolución de PIA, dirigida a la Delegación Territorial de 
Educación, Deporte, Igualdad, Políticas Sociales y Conciliación en Granada;

no poder disiparlas por otro medio, manifiestan temores por las consecuencias que deparará el desempeño 
aislado de alguna actividad laboral, su disconformidad con la desestimación del derecho por haber trabajado 
algunos días en lugar de la suspensión y reanudación del derecho, o, en fin, lamentan la paralización 
del expediente tras comunicar alguna modificación en la situación laboral, ya que nos trasladan muchas 
personas que los funcionarios de las propias Delegaciones Territoriales les comentan que los gestores de 
estos expedientes “no saben muy bien qué hacer con ellos”.

La Consejería, como decíamos más arriba, ha iniciado un período de estudio y reflexión dirigido, al 
parecer, a la reforma de la regulación normativa, cuando no a su completa reelaboración, lo que respalda 
el diagnóstico que emitimos al comienzo de este somero análisis. En este momento, sin embargo, no 
vislumbramos la cristalización de este objetivo en un horizonte temporal cercano, o no al menos con la 
proximidad que sería deseable.

Entendemos que las decisiones que se adopten deben ser firmes y debidamente sopesadas, para que los 
pasos no se den en falso, pero es nuestra vocación y nuestra obligación urgir una respuesta a la altura de 
las necesidades de la ciudadanía.
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https://www.defensordelpuebloandaluz.es/investigamos-el-procedimiento-de-adjudicacion-de-plazas-residenciales-para-dependientes-mayores
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/preguntamos-por-la-situacion-de-presuntos-malos-tratos-de-un-hijo-a-su-madre
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/pedimos-que-le-valoren-su-grado-de-dependencia-y-le-tramiten-la-ayuda-que-necesite
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/pedimos-que-resuelvan-su-solicitud-para-la-renta-minima-de-insercion-social
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/insistimos-a-la-delegacion-de-cadiz-para-que-cumpla-los-plazos-sobre-la-renta-minima-de-insercion
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/todavia-esta-esperando-que-le-concedan-plaza-de-residencia-para-su-hermana-dependiente
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/pedimos-que-resuelvan-su-solicitud-para-una-plaza-de-residencia

